PROYECTO DE LEY

El Senado y Cámara de Diputados de la Provincia
de Buenos Aires sancionan con fuerza de

LEY

Artículo 1º: Las solicitudes de informes que las Cámaras legislativas formulen al Poder Ejecutivo, en ejercicio de las atribuciones previstas en el artículo 90 de la Constitución de la Provincia, se regirán por las disposiciones de la presente ley y, subsidiariamente, por el Reglamento Interno de cada una de las Cámaras.
Artículo 2º: Las solicitudes de informes que podrán incluir el pedido de  remisión de documentación auténtica y/o la formulación de preguntas deberán especificar los puntos concretos de consulta. En todos los casos deberá establecerse con claridad el Ministerio o Secretaria de Estado requerido.

Artículo 3º: Los proyectos de solicitud de informes que reciban aprobación de la respectiva Cámara, conforme a su propio Reglamento Interno, deberán ser contestados en un plazo no mayor de sesenta (60) días, a contar de la recepción por la autoridad requerida.
Artículo  4º: El plazo previsto en el artículo anterior podrá ser reducido  mediando razones de manifiesta urgencia por decisión fundada de la Cámara requirente. En ningún caso se admitirán plazos inferiores a veinte (20) días.
Artículo 5º: La falta reiterada de remisión, en término, de la contestación por parte  de la autoridad requerida constituirá falta de cumplimiento a los deberes de su cargo a los efectos previstos en el artículo 73 inciso 2º de la Constitución de la Provincia.
Artículo 6º: El texto íntegro de las preguntas formuladas se insertará  junto a las respuestas del Poder Ejecutivo en las publicaciones del Diario de Sesiones de la Cámara respectiva.

Artículo 7º: Cada Cámara llevará un registro de las solicitudes de  informes aprobadas por la misma, con expresa anotación de la fecha de entrega a la autoridad requerida y la fecha de contestación por parte de esta.
Artículo 8º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
                                         FUNDAMENTOS
                La Constitución de la Provincia de Buenos Aires de 1873,  preveía el derecho del Poder Legislativo de pedirle a los jefes de la Administración los informes que estime convenientes. Tal atribución se mantuvo inalterable con las sucesivas reformas constitucionales, encontrándose contemplada actualmente, luego de la reforma de 1994, en el artículo 90.
                  El proyecto de ley cuya sanción se propicia procura reglamentar los plazos y formas a que debe someterse la relación entre los poderes Legislativo y Ejecutivo, en lo concerniente a la contestación de solicitudes de informes aprobadas por las respectivas Cámaras.  

                  El Poder Legislativo no puede circunscribir su labor a la sanción de leyes y/o a expresar su opinión por medio de resoluciones o declaraciones, sin fuerza de ley, sino que también debe ejercer el  efectivo control del Ejecutivo.

                 Aquél se enfrenta al problema que el Ejecutivo, en numerosas ocasiones y sin explicitar razones que lo justifiquen, no contesta las solicitudes de informes que se aprueban en las Cámaras o bien demora tanto, en responder, que aquellas terminan perdiendo vigencia.

                  Tal situación no es nueva y prueba de ello es que, en la sesión del 24 de agosto de 1989, esta Cámara aprobó, sobre tablas, una Declaración en la que textualmente se expresara: “Que vería con agrado que el Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires, respondiera a las Solicitudes de Informes sancionadas por esta Honorable Cámara en un término hábil y prudente para garantizar la actualidad de su contenido” (Expte. D-398/89-90), el que fuera presentado por el entonces diputado Ortiz Maldonado, acompañado por los restantes integrantes del Bloque de la Unión Cívica Radical.

                  Casi una década después, más precisamente el 1º de octubre de 1998, esta Cámara dio media sanción a un Proyecto de Ley reglamentando la contestación de Solicitudes de Informes por parte del Poder Ejecutivo, mediante el cual se unificaron las iniciativas que sobre la materia habían presentado los diputados Germán López (D-431/98-99), Mario Espada (D-112/98-99) y (D-1130/98-99) y Alejandro Mosquera (D-1187/98-99) iniciativa, esta última, que había sido suscripta como coautor por el actual diputado Piemonte.
                  El texto de aquella media sanción, la que perdió estado parlamentario en el Senado por aplicación del artículo 107 párrafo segundo de la Constitución Provincial, constituye la base de la presente iniciativa.                   
               A los efectos de justificar la necesidad que esta vía contemplada en la constitución sea reglamentada, de modo que no quede la obligatoriedad o los tiempos de la respuesta sujeta a un criterio absolutamente discrecional y antojadizo por parte del Poder Ejecutivo, nos permitiremos citar los fundamentos empleados por el diputado Espada en una de las iniciativas arriba mencionadas, quien al referirse a la intención del constituyente de aquella época, recordamos 1873, al prever la facultad de pedir informes cita a Joaquín V. González, quien en su Manual de la Constitución Argentina y refiriéndose al poder de información, sostuviera: “sin este recurso, le habría sido difícil al Congreso informarse debidamente de la situación de los negocios públicos para dictar la ley, ni averiguar si las leyes dictadas se cumplían o podían cumplirse, porque los jefes del servicio administrativo podían ocultar o descuidar las enseñanzas necesarias…”.
               Por las razones expuestas, se solicita la aprobación del Proyecto de Ley sometido a la consideración de esa Cámara.    
